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DERECHO DE PETICIÓN/    INDEMNIZACIÓN ADMINISTRATIVA TRATÁNDOSE DE VÍCTIMA DE DESPLAZAMIENTO FORZADO / NO HUBO RESPUESTA DE FONDO/ CONTINÚA VULNERACIÓN DEL DERECHO INVOCADO/ REVOCA Y CONCEDE
Ahora, no es que la Sala desconozca la existencia de una nueva regulación normativa aplicable a las personas interesadas en obtener una indemnización administrativa por ser víctimas del conflicto, ni la presencia de una serie de dificultades de carácter administrativo, económico y presupuestal al interior de esa entidad, sin embargo, no es de recibo la afirmación que hace la UARIV en el sentido de que la accionante no había presentado su solicitud antes de la entrada en vigencia de la nueva disposición, o sea para el 6 de junio de 2018, pues en el expediente obra un documento suscrito el día 13 de julio de 2016, con el cual la accionante presenta su declaración jurada tendiente a acceder precisamente a la medida de reparación; así mismo, se observa a folio 11 del encuadernado que mediante oficio del 27 de julio de 2017 se le manifestó a la señora Myrian Rodríguez Quintero que para el segundo semestre de 2017 se le asignaría el turno para el otorgamiento de la indemnización, por lo que es válido afirmar que los planteamientos de la entidad accionada en nada resuelven el caso concreto.  

Lo anterior, por cuanto no puede olvidar esa entidad que su deber es el de brindar acompañamiento y asesoría a los sujetos que han sido declarados con ese estatus especial de “víctimas”, de manera que puedan estas personas participar de forma activa dentro de los diversos trámites que tiene destinados en su favor la mencionada Unidad, y además tener pleno conocimiento de los beneficios a los cuales tienen derecho, y la forma en la cual pueden acceder a ellos; desde ese punto de vista, la respuesta ofrecida por parte de la UARIV debería guardar relación y además claridad acerca de si en efecto la señora MARÍA ELENA cumple con los requisitos exigidos por esa entidad para su priorización.

Bajo esas condiciones, es evidente que las explicaciones dadas por la accionada en nada han resuelto lo pedido; y en este sentido, es claro que se ha vulnerado y se continúa vulnerando el derecho fundamental de petición de la accionante, pues como se dijo atrás,  esta Corporación considera que la señora Myrian tiene derecho a que se le brinde una respuesta que resulte congruente con su solicitud, y que se determine si en efecto tiene derecho a la priorización en el pago de la indemnización administrativa que reclama, ya que someterla a una espera indefinida para ello resulta completamente censurable. 

De conformidad con lo expuesto hasta ahora, se habrá entonces de revocar la decisión de primer nivel, para en su lugar conceder la solicitud de amparo invocada.     
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	Decisión: 
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la señora MYRIAN RODRÍGUEZ QUINTERO, contra el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, el 30 de julio de 2018, mediante el cual resolvió negar la solicitud de amparo constitucional deprecada por la recurrente en contra de la UNIDAD DE VÍCTIMAS –UARIV-. 
ANTECEDENTES:
La señora Myrian Rodríguez Quintero interpuso acción de tutela en contra de la Unidad de Víctimas, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales a la igualdad y a la dignidad humana, entre otros. Los hechos según los cuales fundamentó su solicitud fueron sintetizados por el Despacho de conocimiento así: 

“1. Miryan Rodríguez Quintero y su grupo familiar se encuentran inscritos en el Registro Único de Victimas con ocasión al hecho victimizante de desplazamiento forzado.

2. Afirma que en diferentes oportunidades ha presentado derechos de petición ante la entidad accionada con el fin de que informen cuando se realizaría el pago de la indemnización administrativa; no obstante, a pesar de que recibe las respuestas por parte de la accionada, siempre se aduce que debe continuar esperando.

Señala que dependía económicamente de un hijo que fue asesinado, por lo que su sustento lo deriva de la venta informal de productos de aseo; sin embargo, su salud ha desmejorado notablemente, presentando hinchazón en su pie izquierdo que la limita en sus desplazamientos, sin que sea posible realizar la actividad productiva enunciada.

3. Considera que se encuentra en una situación de debilidad manifiesta procediendo, en su caso, la priorización para el reconocimiento de la indemnización administrativa, además de que ya agoto todos los procedimientos exigidos por la UARIV sin obtener lo pedido.

Inconforme con esta situación Miryan Rodríguez Quintero, interpone acción de tutela con la que pretende se le ampare su derecho fundamental invocado, en consecuencia se ordene a la entidad accionada priorizar la indemnización administrativa a la que considera tiene derecho; y además se indique la fecha en la cual se efectuara el pago.”.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: 

El Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas, avocó el conocimiento de la actuación el 18 de julio del año que transcurre en contra de la UARIV, entidad a la cual ordeno correr traslado del escrito de tutela y sus anexos para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. 
Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió mediante sentencia del 30 de julio de 2018, negar la solicitud de amparo constitucional invocada, pues en criterio del Despacho, la Unidad de Víctimas dio respuesta de fondo a la accionante, de conformidad con las normas que rigen la materia de indemnización administrativa. 

IMPUGNACIÓN:
Una vez enterada de la decisión, la señora Myrian presentó un escrito mediante el cual la impugnó, pues considera que el Despacho de conocimiento no tuvo en cuenta ninguno de sus argumentos al momento de proferir la sentencia. Refirió que su intención es que se le informe la fecha cierta en la que se le otorgará el beneficio de la indemnización administrativa a la cual tiene expectativa, pues lo que le han informado en la Unidad de Víctimas es que ella está en la “plataforma” desde hace mucho tiempo y que lo único que debe esperar es el desembolso. 

También recalcó que ella ya presentó toda la documentación para ese fin ante la entidad accionada, le han hecho encuestas, e incluso ha demostrado su necesidad de priorización.  
Bajo dichos argumentos, reiteró las pretensiones planteadas en su escrito inicial. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema jurídico: 

En el presente asunto, le corresponde a la Sala determinar si como afirma la accionante, la Unidad de Víctimas ha desconocido sus derechos fundamentales, de manera que deba revocarse la decisión de primer grado, o si contrariamente dicha sentencia resulta acertada conforme a las pruebas arrimadas al expediente.  

3. Solución: 

El   amparo   previsto   en  el  artículo  86  Superior  como mecanismo   procesal,   tiene   por   objeto  la  eficaz,  concreta  e  inmediata  protección  de  los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación, o cuando se reclamen de manera concreta y específica.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  

El artículo 23 de nuestra Constitución Política establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…).", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva. Además, como lo ha desarrollado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que esta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.(…)”

Del caso concreto:

En el presente asunto, tenemos que la petición realizada por parte de la señora Myrian Rodríguez Quintero estaba encaminada a que la UARIV resolviera de forma efectiva las múltiples solicitudes he ha instaurado allí, con relación con la indemnización administrativa a la que cree tener derecho.
Al respecto, la entidad accionada informó que mediante comunicación escrita Nro. 201872012547421 del 24 de julio de 2018 dio respuesta de fondo a lo reclamado por la actora, lo cual le sirvió de base al Despacho de primera instancia para denegar la solicitud de protección, pues lo que percibió el A quo fue que con dicho memorial, la Unidad de Víctimas abordó en un todo los planteamientos de la señora Myrian Rodríguez Quintero, dado que se le explicó con claridad que de conformidad con los parámetros de la Resolución Nro. 01958 del 6 de junio de 2018 debe esperar hasta el día 7 de diciembre de 2018 para poder elevar la solicitud de indemnización administrativa, y le sea asignado un turno de entrega.  
Sin embargo esta Colegiatura no comparte tal apreciación, pues contrariamente, lo que se observa es que los pronunciamientos de la entidad accionada, como bien lo dijo la señora Rodríguez Quintero, han resultado ser ambiguos e imprecisos, pues de manera genérica, y sin llegar a ahondar en el caso en concreto y las particularidades de la situación, prácticamente condena a la accionante a esperar de manera indefinida en el tiempo, bajo el argumento de una ausencia presupuestal para tal fin, pues no le da ni siquiera una fecha probable de cuándo podrá hacerse efectivo el pago, en qué turno de espera está, o si cumple o no con los criterios de priorización, dando a entender que la peticionaria deberá esperar indeterminadamente a que se haga efectiva su entrega, lo que no representa ningún tipo de explicación. 

Ahora, no es que la Sala desconozca la existencia de una nueva regulación normativa aplicable a las personas interesadas en obtener una indemnización administrativa por ser víctimas del conflicto, ni la presencia de una serie de dificultades de carácter administrativo, económico y presupuestal al interior de esa entidad, sin embargo, no es de recibo la afirmación que hace la UARIV en el sentido de que la accionante no había presentado su solicitud antes de la entrada en vigencia de la nueva disposición, o sea para el 6 de junio de 2018, pues en el expediente obra un documento suscrito el día 13 de julio de 2016, con el cual la accionante presenta su declaración jurada tendiente a acceder precisamente a la medida de reparación; así mismo, se observa a folio 11 del encuadernado que mediante oficio del 27 de julio de 2017 se le manifestó a la señora Myrian Rodríguez Quintero que para el segundo semestre de 2017 se le asignaría el turno para el otorgamiento de la indemnización, por lo que es válido afirmar que los planteamientos de la entidad accionada en nada resuelven el caso concreto.  

Lo anterior, por cuanto no puede olvidar esa entidad que su deber es el de brindar acompañamiento y asesoría a los sujetos que han sido declarados con ese estatus especial de “víctimas”, de manera que puedan estas personas participar de forma activa dentro de los diversos trámites que tiene destinados en su favor la mencionada Unidad, y además tener pleno conocimiento de los beneficios a los cuales tienen derecho, y la forma en la cual pueden acceder a ellos; desde ese punto de vista, la respuesta ofrecida por parte de la UARIV debería guardar relación y además claridad acerca de si en efecto la señora MARÍA ELENA cumple con los requisitos exigidos por esa entidad para su priorización.
En este punto es pertinente hacer alusión a lo que al respecto ha dicho la Máxima Guardiana Constitucional, respecto de las solicitudes presentadas por las víctimas del conflicto ante las diferentes entidades estatales encargadas de su protección:  

“Ahora bien, en cuanto a la manera en que se le debe dar respuesta a las peticiones hechas por la población desplazada, la Corte ha señalado los criterios que debe tener en cuenta la autoridad responsable de su atención y reparación. En concreto se ha señalado:
 
“Así, cuando las distintas autoridades reciban una petición proveniente de un desplazado, en la cual se solicite la protección de alguno de sus derechos, la autoridad competente procederá a: 1) incorporarlo en la lista de desplazados peticionarios, 2) informarle al desplazado dentro del término de 15 días el tiempo máximo dentro del cual le dará respuesta a la solicitud; 3) informarle dentro del término de 15 días si la solicitud cumple con los requisitos para su trámite, y en caso contrario, indicarle claramente cómo puede corregirla para que pueda acceder a los programas de ayuda; 4) si la solicitud cumple con los requisitos, pero no existe la disponibilidad presupuestal, adelantará los trámites necesarios para obtener los recursos, determinará las prioridades y el orden en que las resolverá; 5) si la solicitud cumple con los requisitos y existe disponibilidad presupuestal suficiente, la informará cuándo se hará efectivo el beneficio y el procedimiento se seguirá para lo reciba efectivamente. En todo caso, deberá abstenerse de exigir un fallo de tutela para cumplir sus deberes legales y respetar los derechos fundamentales de los desplazados.” [27]
 
Ahora bien, en la sentencia C-951 de 2014[28] la Corte Constitucional precisó los elementos estructurales del derecho fundamental de petición, destacando que “tiene una doble finalidad[29]. De un lado, permite a los interesados elevar peticiones respetuosas ante las autoridades. De otro lado, garantiza que la respuesta a la solicitud sea oportuna, eficaz, de fondo y congruente con lo solicitado[30], imponiendo una obligación a cargo de la administración”. En cuanto al núcleo esencial del derecho fundamental de petición, esto es, aquellos elementos intangibles que lo identifican y diferencian frente a otro derecho, que además no pueden ser intervenidos sin que se afecte su garantía, estableció que se circunscribe a[31]: i) la formulación de la petición; ii) la pronta resolución, iii) respuesta de fondo y iv) la notificación al peticionario de la decisión.
 
En este sentido, la jurisprudencia constitucional ha resaltado la obligación de las autoridades a quienes se les elevan solicitudes respetuosas, atenderlas de manera oportuna, eficaz, de fondo y congruente, obligación que cobra mayor relevancia en aquellas entidades responsables de atender y reparar a las víctimas de desplazamiento forzado para atender a sus requerimientos que se fundamenten en beneficios legales, de informar de manera clara cuándo se hará efectivo el beneficio, y de no esperar o forzar a esta población en estado de vulnerabilidad a interponer tutelas con el fin de poder acceder efectivamente a la garantía del goce efectivo de sus derechos fundamentales. (…)” 
Bajo esas condiciones, es evidente que las explicaciones dadas por la accionada en nada han resuelto lo pedido; y en este sentido, es claro que se ha vulnerado y se continúa vulnerando el derecho fundamental de petición de la accionante, pues como se dijo atrás,  esta Corporación considera que la señora Myrian tiene derecho a que se le brinde una respuesta que resulte congruente con su solicitud, y que se determine si en efecto tiene derecho a la priorización en el pago de la indemnización administrativa que reclama, ya que someterla a una espera indefinida para ello resulta completamente censurable. 
Sobre lo anterior, en un pronunciamiento más reciente, la Corte Constitucional se refirió a los criterios que deben tenerse en cuenta cuando lo que se invoca es la vulneración del derecho fundamental de petición: 

“El reconocimiento de los principios de gradualidad y progresividad no puede traducirse en que las personas desplazadas tengan que esperar de manera indefinida, bajo una completa incertidumbre, el pago de la indemnización administrativa. Por el contrario, en todos aquellos casos en los que estas personas se acercan a las autoridades para solicitar la entrega o información acerca del desembolso de la indemnización administrativa, es fundamental que las autoridades den plena observancia a las reglas que rigen la respuesta al derecho de petición y al debido proceso, sin que esto implique, como se acaba de exponer, que la respuesta sea una aceptación de lo solicitado.”

De conformidad con lo expuesto hasta ahora, se habrá entonces de revocar la decisión de primer nivel, para en su lugar conceder la solicitud de amparo invocada.     
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley, 

RESUELVE:
PRIMERO: REVOCAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira el 30 de julio de 2018; para en su lugar TUTELAR el derecho fundamental de petición del cual es titular la señora MYRIAN RODRÍGUEZ QUINTERO. 

TERCERO: ORDENAR A LA UARIV que dentro de las 72 horas hábiles, contadas a la notificación de la presente decisión, proceda a informarle a la señora MYRIAN RODRÍGUEZ QUINTERO de forma específica la fecha cierta en la cual se hará efectiva su indemnización administrativa como víctima, así como el número de turno en el que se encuentra, si a ello hubiere lugar. 
SEGUNDO: SE ORDENA NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Sentencia T-249 de 2001.


� Auto 206 del 2017
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